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aría Ángeles Gar-
cía, coordinadora 
del grupo de traba-

jo para el estudio y segui-
miento de la Ley de Depen-
dencia de la Sociedad Espa-
ñola de Geriatría y Geronto-
logía (SEGG), destaca entre 
los errores de estos ocho 
años de la ley "el incumpli-
miento del calendario de 
implantación: los depen-
dientes con Grado I de De-
pendencia van a tener acce-
so a los servicios con 3 años 
de retraso", pero también “la 
falta de un procedimiento 
Administrativo de gestión 
común en todas las autono-
mías y la inexistencia de 
programas de servicios de 
prevención de las situacio-
nes de dependencia”.  

Su grupo de trabajo aca-
ba de hacer balance de la ley 
y propone que en el futuro 
se establezca "una ley  posi-
bilista, real y dotada econó-
micamente de los recursos 
necesarios". Reconoce que 
"el buen comienzo de la Ley 
de Dependencia, con sus 
principios de derecho sub-
jetivo, universalidad, equi-
dad y accesibilidad, se ha 
visto  ocho años más tarde, 
defraudado  al constatar 
que su desarrollo ha venido 
lleno de  falsas esperanzas 
y ausencia de decisiones 
que hubieran podido cam-
biar el rumbo en este tiem-
po. Esos principios se han 
convertido en múltiples di-
ficultades de acceso, largos 

Un calendario incumplido con 
poca prevención y gestión común 

La Sociedad de Geriatría y Gerontología dice que los valores de derecho 
subjetivo, universalidad, equidad y accesibilidad se han visto defraudados
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procesos y retrasos en la 
concesión de servicios y 
prestaciones".  

A pesar del cambio pro-
ducido, sobre el baremo, la 
sociedad científica reclama 
"modificaciones que prote-
jan determinadas situacio-
nes: como la valoración de 
deterioro cognitivo, depen-
dientes con cuidados palia-
tivos, grave problemática 
social, etc.".  

Advierte de que cualquier 
cambio de futuro debe in-
sistir en mejorar los siste-
mas de información, reducir 
el tiempo medio que dura 
todo el proceso hasta la ob-
tención de la prestación o 
servicio y recordar que la 
prestación económica para 
los cuidados en el entorno 
familiar debe tener un ca-

rácter excepcional.  
Respecto a la posibilidad 

de crear un espacio sociosa-
nitario, pide "responsabili-
dades, recursos y financia-
ción para dar respuesta 
desde los recursos sociales 
y sanitarios con una coordi-
nación e implicación ade-
cuada a las necesidades de 
los mayores. Ello permitiría 
optimizar los recursos, 
dado  que ante la falta o es-
casez de recursos sociales 
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María Ángeles García, del grupo para el estudio de la Ley de Dependencia de la SEGG.
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l último informe 
de la Asociación 
de Empresas de 

Servicios para la Depen-
dencia (Aeste) revela que 
España cuenta con su-
ficientes camas residen-
ciales para afrontar el 
reto del progresivo enve-
jecimiento de la pobla-
ción y los cuidados de 
dependencia que este en-
vejecimiento acarrea.  

De hecho, las cifras 
muestran que la oferta 
de plazas residenciales 
se ha incrementado un 
29 por ciento desde la 
puesta en marcha de la 
Ley de Dependencia y al-
canza ya las 255.000 pla-
zas privadas y 94.200 
públicas, tras estancar-
se este crecimiento en 
2013.  

Aunque la distribu-
ción de estas camas es 
muy desigual entre auto-
nomías (Castilla y León 
dispone por ejemplo de 
7,2 camas residenciales 
por cada 100 mayores de 
65 años, mientras que 
Murcia sólo cuenta con 
2,2), ninguna comunidad 
ha llegado a niveles de 
ocupación que indiquen 
saturación del parque 
residencial.  

Cataluña sería la co-
munidad autónoma más 
saturada, con un 89 por 
ciento de ocupación de 
sus camas, frente a sólo 
el 59 por ciento de ocu-
pación que registra Ba-
leares, a la cola. En con-
junto, una de cada cinco 
camas para dependien-
tes mayores está vacan-
te. 

DINERO O SERVICIOS  

Tras esta realidad figura 
el polémico sistema de 
ayudas y financiación a 
las autonomías diseñado 
en la Ley de Dependencia 
que, pese a lo que reza 
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la norma y señala una y 
otra vez el discurso polí-
tico, premia en la prác-
tica a las autonomías 
que conceden ayudas 
económicas directas 
para cuidados familiares 
por encima de la presta-
ción de servicios (no sólo 
residenciales sino tam-
bién servicios profesio-
nales de atención al de-
pendiente), ya que la fi-
nanciación que recibe la 
autonomía cuando pres-
ta un servicio no cubre el 
coste real de dicho servi-
cio.   

A este problema se 
añade un dispar sistema 
de concertación con el 
sistema privado (en el 
que las autonomías com-
binan desde el cheque-
residencia hasta la ges-
tión privada de centros 
públicos pasando por los 
conciertos tradiciona-
les), que da lugar a tari-
fas por cama residencial 
muy diferentes entre au-
tonomías, desde los 77,3 
euros de media por cama 
en País Vasco a los sólo 
42,7 en Castilla-La Man-
cha. 

EL BAILE DE IVA  

La cuestión se complica 
aún más si se tiene en 
cuenta que estos servi-
cios están sujetos a di-
ferente IVA (superredu-
cido del 4 por ciento si 
paga la Administración, 
reducido del 10 por cien-
to si paga el paciente y 
exento si paga una enti-
dad sin ánimo de lucro), 
lo que inviable trazar un 
coste real y, por tanto, 
una financiación ade-
cuada para el servicio 
prestado. 

Según el informe de 
Aeste, el problema radi-
ca en buena medida en 
que en España "la parte 
social no cubre los cos-
tes reales de los servicios 
que se prestan y está ale-
jada de las cantidades 
que aportan otros paí-
ses, mientras que la par-
te sanitaria no partici-
pa en la financiación y el 
usuario copaga de mane-
ra desigual e insuficien-
te para cubrir los gastos 
de alojamiento y manu-
tención, que en otros paí-
ses se sufragan íntegra-
mente".

Hay suficientes camas, 
pero la financiación 
no es la adecuada
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Cataluña sería la 
comunidad más 
saturada, con un  
89 por ciento de 
ocupación de sus 
camas, frente al  
59 por ciento en 
Baleares

se puede  incrementar el uso 
de recursos sanitarios".  

Finalmente, pide la impli-
cación política al margen de 
partidismos para desarro-
llar la ley de forma equitati-
va entre autonomías, elabo-
rar un mapa de recursos so-
ciales/sociosanitarios na-
cional y desarrollar actua-
ciones en tres niveles: el do-
miciliario (formando a 
cuidadores familiares, con 
seguimiento social y sanita-
rio en perfiles de riesgo y fo-
mentando el voluntariado), 
el sanitario (con prevención 
y mayor participación de la 
Geriatría estableciendo un 
mapa de niveles asistencia-
les de geriatría en todo el 
país) y social (redefiniendo 
los recursos sociales y fa-
cilitando su acceso).

Punto y aparte para evaluar y reorganizar el abordaje
a próxima semana, 
el sistema español 
de abordaje de la 

dependencia contará con 
300.000 beneficiarios más. 
Con la entrada de los depen-
dientes moderados, que han 
visto la puerta de acceso al 
sistema cerrada en los úl-
timos años, el Gobierno con-
sidera que se cierra un cír-
culo imperfecto. Se tratará 
de un punto y aparte en la 

L
aplicación de la ley, basa-
do en una labor de evalua-
ción, que deberá poner so-
bre la mesa qué falta, qué 
sobra, qué se ha hecho bien 
y qué mal. Sea cual sea el re-
sultado, el ministro de Sani-
dad, Alfonso Alonso, ya ha 
prometido que después de 
verano la dependencia reci-
birá una inyección presu-
puestaria para atender a las 
citadas 300.000 incorpora-

ciones. La promesa fue li-
teral, aunque sin concre-
ción: "Se financiará lo que 
corresponda, lo que haga 
falta". 

ESPACIO SOCIOSANITARIO 

Junto a la financiación, el 
Gobierno habla de la cer-
canía de un pacto entre las 
fuerzas políticas, cuya se-
milla sería el acuerdo ya al-
canzado para evaluar qué 

ha supuesto hasta ahora la 
ley.  

Los pasos que deberán 
darse en lo que queda de le-
gislatura estarán muy vin-
culados con otro de los pro-
yectos en marcha del ejecu-
tivo, el espacio sociosani-
tario, que también está pen-
diente de desarrollo. En la 
mirilla, un objetivo parale-
lo: homogeneizar los abor-
dajes autonómicos.

Hay que actuar en tres 
niveles: el domiciliario, 
el sanitario y el social, 
sobre la base de una 
mayor equidad en  
el SNS y del 
establecimiento de  
un mapa de recursos


